


no conforme a criterios de normas consuetudinarias fir-
memente establecidas, tal vez ya codificables. Será
mucho más útil que los Estados dispongan de artículos
concisos pero precisos y eficaces, de acuerdo con 
el principio de que «mejor poco y bueno que mucho 
y malo».

6. Cabe decir lo mismo del preámbulo, en el que, por
supuesto, podría hacerse una referencia casi interminable
a tratados y documentos. Sin embargo, el criterio adopta-
do por el Relator Especial permite conocer con suficien-
te precisión los orígenes más importantes de los artículos.
Antes de su aprobación definitiva tal vez convenga exa-
minar la posibilidad de indicar en el preámbulo algunos
de los principios jurídicos más importantes en los que se
basa el proyecto. Otros miembros ya han sugerido algu-
nos de esos principios, como los de diligencia debida y
desarrollo sostenible.

7. Como miembro del Grupo de Trabajo, está conven-
cido de que los artículos, si bien considerablemente limi-
tados, pueden servir de base para una elaboración ulterior
en la esfera tanto del derecho ambiental como del dere-
cho sobre la responsabilidad internacional en general.
Espera que la CDI termine sus trabajos en el actual perí-
odo de sesiones, a fin de que el proyecto pueda presentar-
se a la Sexta Comisión en el quincuagésimo quinto
período de sesiones de la Asamblea General.

8. El Sr. BROWNLIE dice que, por una vez, está en
desacuerdo con el Sr. Galicki. Algunos miembros de la
Comisión hacen declaraciones en apoyo de los artículos,
pero a continuación quieren ampliar su ámbito a otras
esferas del derecho internacional. El aspecto más valioso
de los artículos es que abren nuevos caminos: no se refie-
ren a la responsabilidad de los Estados o a la obligación
de resarcir —cualquiera que sea su significado— ni tam-
poco son disposiciones jurídicas que carezcan de fuerza
obligatoria. Funcionalmente son unas normas especiales
relativas a un conjunto determinado de problemas, a
saber, la gestión del riesgo. Por lo tanto, carece de utili-
dad establecer un paralelo con convenciones normales
sobre la responsabilidad, la indemnización o la solución
pacífica de controversias. El Relator Especial ha conside-
rado situaciones que no comportan una controversia o
son previas a ella. En esas circunstancias, el modo de lle-
gar a una solución desde luego será diferente a las moda-
lidades normales de arbitraje y adjudicación, que en la
mayoría de los casos no son apropiadas. En el contexto
del medio ambiente, el elemento más importante será la
determinación de los hechos —a la que se hace referen-
cia concreta en el artículo 19 [17].

9. Tal vez no haya ningún inconveniente en mantener la
frase «actividades no prohibidas por el derecho interna-
cional». Hay a ese respecto una total división de opinio-
nes en la Comisión. Sin embargo, le preocupa que la frase
pueda dar lugar a un malentendido considerable. Parece
que muchos desean que se mantenga porque ven en ella
un vínculo entre los proyectos de artículos y una de las
otras esferas de la responsabilidad o la obligación de
resarcir. Ese vínculo no existe. Es partidario de que se
suprima la frase, que es la causa principal del malenten-
dido.

10. El Sr. GALICKI dice que él y el Sr. Brownlie sólo
están en desacuerdo en un aspecto: él es partidario de que
se mantenga la frase «actividades no prohibidas por el
derecho internacional» mientras que el Sr. Brownlie no lo
es. Por lo demás, sus puntos de vista coinciden. Él ha
puesto de relieve concretamente la diferencia que existe
entre los proyectos de artículos y las cuestiones de la res-
ponsabilidad y la obligación de resarcir. Ha citado el
Convenio sobre la responsabilidad internacional por
daños causados por objetos espaciales para mostrar que,
a diferencia de los proyectos de artículos, establece una
relación entre la responsabilidad y la obligación de resar-
cir, si bien en casos excepcionales únicamente. Ha subra-
yado que los proyectos de artículos sobre la prevención
se refieren a situaciones anteriores a la actividad. Sin
embargo, sería erróneo afirmar que no existe un vínculo
entre la prevención y la responsabilidad: después de todo,
la prevención se deriva del tema principal de la responsa-
bilidad internacional por las consecuencias perjudiciales
de actos no prohibidos por el derecho internacional y el
informe también hace hincapié en ese vínculo.

11. El Sr. GOCO pide que se le aclare cómo puede un
gobierno utilizar los artículos en una situación como la de
Filipinas. Aunque su país está desnuclearizado, existen
varias centrales nucleares en el extremo meridional de
Taiwán, que están muy próximas al norte de Filipinas.
Por supuesto, es motivo de grave preocupación la posibi-
lidad de que en caso de accidente su país resulte afecta-
do. Pregunta qué medidas deberá adoptar el Gobierno
cuando se aprueben los proyectos de artículos y si debe-
rá hacer una notificación o advertencia cuando, por ejem-
plo, el viento sople en una dirección determinada.

12. El Sr. ROSENSTOCK dice que la Comisión ha
examinado este tema durante más de un decenio y ha
contado con tres relatores especiales, cuyos informes han
aclarado las cuestiones e ilustrado posibles marcos analí-
ticos. El problema siempre ha consistido en traducir las
numerosas ideas presentadas en un resultado concreto. El
Relator Especial y el Grupo de Trabajo tienen el mérito
de haber elaborado un texto excelente. En el futuro tal
vez puedan obtenerse resultados más ambiciosos. Entre
tanto, está de acuerdo con el Sr. Lukashuk en que el útil
proyecto sobre la prevención representa lo máximo que
se puede alcanzar. Debe enviarse al Comité de Redacción
y aprobarse en el actual período de sesiones. Por lo que
respecta a la forma del instrumento, cree que la de una
convención es la más apropiada.

13. Es partidario de que se deje el texto en su forma
actual. Siempre que se incluya un comentario apropiado
para evitar todo malentendido o tergiversación de su pro-
pósito, la frase «actividades no prohibidas por el derecho
internacional» podrá mantenerse o suprimirse sin excesi-
vas consecuencias, aunque él prefiere que se suprima, por
las razones expuestas por el Sr. Hafner (2642.ª sesión). El
preámbulo, como ha señalado el Sr. Tomka, también
plantea algunos problemas técnicos. Por su parte, duda
mucho de la utilidad o la conveniencia de un preámbulo.
Si la Comisión decide que debe haber uno, preferiría que
fuera menos militante que la versión actual, donde se
hace referencia gratuitamente a material controvertible, y
en cambio no se menciona, por ejemplo, la fundamental
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio
Humano, celebrada en Estocolmo en 1972. Sin embargo,
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y lo razonable de las soluciones generalmente propues-
tas. Limitará sus observaciones a un número reducido de
problemas que, a su juicio, todavía no se han resuelto
debidamente.

36. Si se aprueba la propuesta del Relator Especial de
incluir el nuevo artículo 40 bis en la segunda parte bis, la
segunda parte no contendrá ninguna indicación de los
Estados a los que incumben las obligaciones que se des-
criben en la segunda parte. La laguna creada por la supre-
sión en la segunda parte de la única disposición relativa a
los Estados lesionados debe llenarse, aunque sólo sea con
una disposición que haga una referencia general a la se-
gunda parte bis. Si bien los proyectos de artículos tienen
por objeto regular las relaciones entre Estados únicamen-
te, éstas pueden resultar afectadas por el hecho de que
personas o entidades distintas de los Estados sean las
beneficiarias de la reparación. En tal caso, esas personas
o entidades deben tener alguna posibilidad de participar
en la elección de la forma de reparación. Con respecto a
la renuncia de reclamaciones de los que sean beneficia-
rios individuos u otras entidades, también será razonable
presumir que les incumbe desempeñar algún tipo de
papel. Esa preocupación quedó reflejada indirectamente,
aunque de manera poco clara, en la exigencia de que «se
haya renunciado válidamente» a la reclamación, y el
comentario podría hacerlo menos oscuro. El texto de los
artículos no emplea los mismos términos con respecto a
la elección de la forma de reparación, a pesar de lo que se
dice en el párrafo 233 del tercer informe.

37. El artículo 40 bis, en la forma propuesta por el
Relator Especial, distingue entre Estados lesionados y los
Estados que tienen un interés legítimo. Sin embargo, el
artículo 40 bis no dice qué consecuencias tiene para los
Estados que tienen un interés legítimo. El artículo 46 ter
establece claramente que un Estado lesionado puede
hacer valer la responsabilidad y elegir qué forma debe
asumir la reparación, pero no dice nada acerca de los
otros Estados. Aunque es evidente que pueden solicitar lo
previsto en el capítulo I, a saber, la cesación y la garantía
de no repetición, esa posibilidad debería indicarse en el
artículo 40 bis. Además, el texto debería decir también
qué podrían hacer con respecto a la reparación. No obs-
tante, si se dice que esta última categoría de Estados no
puede exigir restitución o indemnización porque no han
resultado lesionados, este hecho tiene consecuencias
importantes. El artículo 40, en su forma adoptada en pri-
mera lectura, establece que, si de una norma consuetudi-
naria o de un tratado multilateral se deriva una obligación
en materia de derechos humanos, todos los Estados en el
caso de una norma consuetudinaria y todos los Estados
partes en el tratado podrán reclamar reparación. Tal vez
haya sido excesivo —y será prudente reconsiderarlo—,
pero existe el riesgo de ir demasiado lejos en la dirección
opuesta estableciendo que los Estados no lesionados no
pueden exigir reparación. En caso de violación de los
derechos humanos, no habrá Estados especialmente afec-
tados y las obligaciones en materia de derechos humanos
pueden violarse con consecuencias muy pequeñas.
Preocupa aún más lo que solía denominarse delitos inter-
nacionales de Estado y que actualmente se califican de
violaciones graves de obligaciones erga omnes. Es preci-
so hallar alguna solución, de manera que el Estado que ha
incumplido una obligación no pueda argüir simplemente

que, como nadie ha resultado lesionado, no tiene obliga-
ción de proporcionar reparación.

38. A su juicio, el párrafo 239 parece llevar al extremo
la analogía entre invocar la invalidez, la terminación o la
suspensión de la aplicación de un tratado en virtud del
artículo 65 de la Convención de Viena de 1969, por una
parte, e invocar la responsabilidad de un Estado, por la
otra. En este último caso, nada justifica que un Estado
deba formular en primer lugar una protesta o notificar su
intención de hacer valer la responsabilidad. Puede hacer-
lo directamente. No debe haber ningún requisito previo
del tipo previsto en el artículo 65 de la Convención.

39. El artículo relativo a la pluralidad de Estados lesio-
nados debe ser «artículo 46 quinquies», y no «quinque»,
en la versión francesa del informe, pero, respecto de
cuestiones más de fondo, convendría que el texto del ar-
tículo de que se trata dijera algo sobre la elección de la
forma de reparación cuando haya muchos Estados lesio-
nados. El comentario tendrá sin duda algo que decir al
respecto, pero el propio artículo podría ofrecer alguna
orientación a los Estados.

40. El artículo 46 sexies plantea algunas dificultades
porque no siempre es fácil determinar las situaciones en
las que se produce el mismo hecho internacionalmente
ilícito y hay una pluralidad de Estados responsables de
ese hecho. En el asunto Détroit de Corfou había un
Estado responsable de la colocación de minas y otro de
no haber hecho uso de sus facultades como Estado sobe-
rano para evitarla y advertir a los buques de paso; había
dos obligaciones diferentes y por lo tanto dos hechos ilí-
citos. El daño puede ser causado por una pluralidad de
hechos ilícitos, pero puede no haber una pluralidad de
Estados responsables del mismo hecho ilícito. Los distin-
tos asuntos y cuestiones que de él se derivan deberán exa-
minarse en el comentario. El inciso i) del apartado b del
párrafo 2 es acertado, si bien no es necesario un apartado
que se refiera a cuestiones de procedimiento.

41. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) dice 
que está de acuerdo con la mayor parte de lo que ha dicho
el Sr. Gaja y se complace en informarle de que pronto
estará disponible la sección D del capítulo III del infor-
me, en la que figurará la disposición que deliberadamen-
te faltaba.

42. El Sr. SIMMA dice que comparte con el Sr. Gaja un
interés especial en la cuestión del cumplimiento de las
obligaciones erga omnes y expresa su preocupación por-
que, tras leer el párrafo 226, tal vez haya el peligro, inclu-
so después de que se publique una nueva sección del
capítulo III del informe, de que los Estados no directa-
mente lesionados sigan careciendo de acceso a recursos.
En general, sin embargo, está de acuerdo con los princi-
pios en que se basa el documento que se examina y la
concisión de los proyectos de artículos.

43. En el párrafo 238, el Relator Especial dice que,
como el medio de comunicación normal entre Estados es
el escrito, parece adecuado exigir que la notificación de
la reclamación se haga por escrito. Sin embargo, en el
artículo 46 ter —afortunadamente— no se hace ninguna
mención de la necesidad de presentar por escrito una
reclamación. A su juicio, la referencia a la Convención de
Viena de 1969 es importante, pero la invocación del dere-
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cho a declarar la terminación o suspensión de un tratado
es mucho más limitada y se produce con mucha menos
frecuencia que el hecho de hacer valer la responsabilidad
de un Estado. En cualquier caso, la Convención sólo se
refiere a los tratados concertados por escrito. Por otra
parte, en la versión inglesa del párrafo 1 del artículo 46
ter se utiliza acertadamente el imperativo shall, no
should. En ello reside la esencia de la disposición, por lo
que shall deberá utilizarse en todo el articulado.

44. El párrafo 1, después de indicar que el Estado lesio-
nado debe notificar de su reclamación, dispone que debe-
rá indicar qué forma debe asumir la reparación (apartado
b del párrafo 1). Por otra parte, esas acciones pueden pro-
ducirse en dos momentos diferentes: primero se hace la
notificación y después se discute qué forma debe asumir
la reparación. Debe tenerse en cuenta esa posibilidad.

45. El contenido del apartado b del párrafo 2 del artícu-
lo 46 ter tiende a prejuzgar la decisión sobre el criterio
que se adoptará con respecto al agotamiento de los recur-
sos internos: el del ex Relator Especial Ago, que lo con-
sideraba una cuestión sustantiva, o el del actual Relator
Especial, que lo considera una cuestión de procedimien-
to. A su juicio, esa disposición no prejuzga la resolución
de la cuestión. Asimismo, la referencia a la norma 
aplicable en relación con la nacionalidad de las reclama-
ciones (apartado a del párrafo 2) parece prejuzgar 
las decisiones que se adopten en el contexto de la protec-
ción diplomática.

46. El término «renuncia», que aparece en los párrafos
250 a 256, parece no guardar relación con la pérdida del
derecho a hacer valer la responsabilidad. Forma parte del
vocabulario del comercio internacional y supone una
acción deliberada. Además, su significado es mucho más
limitado que el del término «aquiescencia», empleado en
la Convención de Viena de 1969, que es preferible.

47. Con respecto a los párrafos 257 a 259, relativos a la
demora, acoge complacido la opinión de que el transcur-
so de un plazo no hace por sí mismo inadmisible una
reclamación de reparación, y que es preciso adoptar una
actitud muy flexible, como reconocen los tribunales
internacionales. La referencia que se hace en el párrafo
258 al asunto LaGrand —pendiente de resolución por la
CIJ— es desacertada, ya que pone a los miembros de la
Comisión que intervienen en el caso en una situación
difícil. La última frase de ese párrafo es inexacta:
Alemania inició las actuaciones jurídicas no seis años y
medio después de que se produjera la violación, sino
mucho después; no tuvo noticia de la violación del dere-
cho de asistencia letrada hasta 1992, aunque la violación
se había producido en 1982.

48. Está plenamente de acuerdo con el comentario al
artículo 46 quater, si bien considera que puede mejorar-
se la redacción del apartado b. En vez de hacer referencia
al Estado responsable, que es la parte culpable, debería
hablar de la acción interpuesta por la parte reclamante.
Expresa su clara preferencia por el modo en que se expre-
sa esa misma idea en el artículo 45 de la Convención de
Viena de 1969, es decir, un Estado «se ha comportado de
tal manera que debe considerarse que ha dado su aquies-
cencia a la validez del tratado». Hacer referencia a lo que

el Estado responsable pueda o no haber considerado crea-
ría grandes dificultades con respecto a la prueba.

49. El análisis que figura en los párrafos 267 a 283 de
la cuestión de una pluralidad de Estados responsables, así
como el artículo propuesto, es decir el artículo 46 quin-
quies, parece algo simplista, especialmente teniendo en
cuenta la participación de las organizaciones internacio-
nales en las actuaciones de una pluralidad de Estados.
Existe una interrelación muy compleja en la OTAN, por
ejemplo, entre las responsabilidades de la propia organi-
zación y la integración y operaciones militares que llevan
a cabo los Estados miembros. Desde luego, la responsa-
bilidad de las organizaciones internacionales queda fuera
del ámbito del proyecto, pero algo debe decirse acerca de
las repercusiones de una organización para los Estados
miembros si éstos no actúan sobre la base de una respon-
sabilidad solidaria.

50. El apartado a del párrafo 2 del artículo 46 sexies es
apreciable. Para alguien que no ha intervenido en el asun-
to Or monétaire es difícil comprender todas las sutilezas
del principio del tercero indispensable, por lo que debe
subrayarse que ese principio se refiere a la admisibilidad
de los procedimientos y no puede considerarse un princi-
pio sustantivo.

51. Tal vez sea preciso reconsiderar la afirmación cate-
górica que figura en la primera frase del párrafo 275
sobre las fuentes del derecho internacional. Desearía
también saber si existe jurisprudencia relativa a la aplica-
ción de la máxima ex turpi causa non oritur actio, que se
cita en el apartado d del párrafo 276.

52. Por último, respalda la idea de remitir los proyectos
de artículos que se examinan al Comité de Redacción.

53. El Sr. CRAWFORD (Relator Especial) dice que se
ha incluido la referencia al asunto LaGrand sencillamen-
te porque se ha considerado pertinente una de las opinio-
nes y desde luego no se ha pretendido con ello prejuzgar
los resultados de ese asunto. Se publicará una corrección
a su informe para enmendar los errores de hecho señala-
dos por el Sr. Simma en relación con dicho asunto.

54. El Sr. ROSENSTOCK dice que el objetivo básico
del comentario del Sr. Simma sobre el asunto LaGrand es
pedir prudencia al examinar los asuntos en curso. Sería
conveniente atender a ese llamamiento.

55. El Sr. DUGARD conviene en que la norma sub
judice es importante, pero si se aplica de manera estricta
puede acabar sofocando el debate. Muchos asuntos, 
especialmente los sometidos a la CIJ, duran años y años
—por ejemplo el asunto Lockerbie—. Desde luego, la
discreción es necesaria, pero también debe adoptarse una
actitud flexible.

56. El Sr. KABATSI hace suyas esas observaciones. La
norma sub judice es importante, pero algunos asuntos se
resuelven por etapas y debe ser posible referirse a los que
ya se han resuelto, incluso si el propio caso aún está pen-
diente.

57. El Sr. TOMKA dice que no debe impedirse que la
Comisión examine sentencias o autos ya dictados. En el
asunto Projet Gabcíkovo-Nagymaros ya se ha dictado
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sentencia, pero ese asunto aún figura oficialmente en la
lista general, a reserva de un acuerdo sobre la ejecución.
Ya se han adoptado providencias y autos en el asunto
Lockerbie. Ese material debe poder utilizarse, pero los
miembros de la Comisión deben abstenerse de ponerse
del lado de una u otra de las partes y de tomar posición
en procesos actuales o futuros.

58. El Sr. ROSENSTOCK dice que nadie sugiere la
aplicación de una regla absoluta. Se están pidiendo más
bien discreción, prudencia y atención a los problemas
que puedan crearse.

59. El Sr. HAFNER dice que en el capítulo III del in-
forme se examinan bastantes temas nuevos en materia de
responsabilidad de los Estados. Está de acuerdo con la
estructura y la filosofía generales, pero considera necesa-
rio hacer algunas observaciones de menor importancia.

60. Está de acuerdo con los comentarios del Sr. Simma
sobre el párrafo 238, pues no está convencido de que la
reclamación deba hacerse siempre por escrito. En el
párrafo 242 se describe la norma de la nacionalidad de las
reclamaciones como condición «general» para hacer
valer la responsabilidad, pero ¿debe interpretarse el tér-
mino «general» en el sentido de que las excepciones son
posibles? Este asunto entra dentro del tema de la protec-
ción diplomática y ya se ha presentado al respecto un
proyecto de artículo que no se basa en esa norma.

61. Duda de que el asunto LaGrand, que se menciona
en el párrafo 258, sea apropiado para demostrar la pérdi-
da del derecho a hacer valer la responsabilidad. La últi-
ma frase de ese párrafo da una falsa impresión al afirmar
que Alemania había iniciado las actuaciones jurídicas
literalmente en el último minuto. Las actuaciones se
habían iniciado en el último minuto no con anterioridad a
la pérdida del derecho sino antes de que se ejecutara. Por
lo tanto, la frase se refiere a la pérdida de un derecho no
porque haya expirado un plazo, sino por la imposibilidad
de evitar la ejecución.

62. El Convenio sobre la responsabilidad internacional
por daños causados por objetos espaciales, que se men-
ciona en el párrafo 272, puede servir de ejemplo; a pesar
de que ha sido un experimento excepcional, no ha tenido
sucesor —ni lo tendrá, a su juicio— y no puede utilizar-
se como demostración de tendencia alguna del derecho
internacional. Duda también de que los acuerdos mixtos
entre la Unión Europea y sus Estados miembros, a que se
hace referencia en el párrafo 274, puedan servir de ejem-
plo de responsabilidad solidaria. De hecho constan de
dos partes, una comunitaria y otra nacional, la cual es
competencia exclusiva del Estado miembro. Teó-
ricamente, la responsabilidad por el cumplimiento se dis-
tribuye a priori entre las organizaciones internacionales y
los Estados miembros. Se hace referencia al anexo IX de
la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho
del Mar en relación con la división de competencias entre
los Estados Miembros y la organización internacional. La
responsabilidad solidaria mencionada en el párrafo 2 del
artículo 6 del anexo es excepcional y, a su juicio, se con-
templa como una forma de sanción en los casos en que no
hay indicación alguna de competencia. Por consiguiente,
ese tipo de responsabilidad sólo se aplica en una situa-

ción doblemente excepcional, que difícilmente podrá
generalizarse.

63. Es difícil comprender, en relación con el apartado a
del párrafo 1 del artículo 46 ter, la razón por la que el
Estado lesionado debe indicar la conducta que se requie-
re de parte del Estado responsable. ¿No bastaría afirmar
que el Estado A ha violado un artículo determinado? El
texto actual da la impresión de que el Estado lesionado
puede decidir qué conducta debe adoptarse, pero no es
así. Si el Estado lesionado propone un comportamiento
diferente del exigido por la norma que se ha violado, el
Estado responsable tendrá pleno derecho a oponerse. La
referencia al artículo 36 bis parece indicar que esa des-
viación de la norma violada es inadmisible; por lo tanto,
no es necesario que el Estado lesionado defina ese com-
portamiento. Tampoco es necesario detenerse en la cues-
tión de la protección diplomática, y bastará decir que
deben agotarse los recursos internos, de conformidad con
las normas aplicables del derecho internacional. La
Comisión no debe crearse complicaciones ocupándose de
cuestiones que entran dentro del tema de la protección
diplomática. Por consiguiente, es posible conservar la
relativa concisión del artículo 46 ter.

64. Aunque respalda firmemente el contenido del artí-
culo 46 quater, considera que el apartado a requiere una
aclaración a fondo en el comentario, ya que en el texto no
se explica el significado de «sin reservas» ni el de
«inequívoca». Debe modificarse la redacción del aparta-
do b, pues lo que se quiere decir es que ya no cabe razo-
nablemente esperar que el Estado lesionado presente o
lleve adelante una reclamación. Tal vez convenga consi-
derar si esa norma puede tener algunas excepciones 
—por ejemplo por actos flagrantes—. Incluso en la
Convención de Viena de 1969 se establecen excepciones
al artículo 45. Además, si se pierde el derecho a hacer
valer la responsabilidad, ¿qué sucede con el propio hecho
ilícito y con la obligación de poner fin a ese hecho y ofre-
cer reparación? ¿El hecho ilícito se convertirá en lícito
porque nadie pueda hacer valer las consecuencias de su
ilicitud? Una consecuencia puede ser que persista la obli-
gación de reparación, ya que el hecho ilícito no se con-
vierte en lícito simplemente porque se haya perdido el
derecho a hacer valer la responsabilidad. Sólo podrá con-
vertirse en lícito si la renuncia del derecho equivale a
alguna forma de consentimiento ex post. La creación de
una opinio juris relevante puede modificar la norma per-
tinente, pero no tendrá efecto retroactivo, por lo que el
propio hecho seguirá siendo ilícito. Si el Estado respon-
sable ejecuta el hecho por segunda vez y no ha habido
ninguna modificación de la norma pertinente, el Estado
lesionado podrá considerarse otra vez lesionado y hacer
valer la responsabilidad, a pesar de haber perdido ese
derecho anteriormente. Es una cuestión que puede dar
lugar a malentendidos.

65. En términos generales, no tiene objeciones que
hacer al artículo 46 quinquies, aunque la cuestión es
mucho más complicada que lo que indica el artículo.
Aisladamente, el artículo podría incluso suprimirse, ya
que podrían obtenerse los mismos resultados de otras dis-
posiciones. Como ejemplo de las complejidades que
entraña, cabe citar la cuestión de los extranjeros, nacio-
nales de un Estado no europeo, cuyos derechos humanos
sean masivamente violados por un Estado A, Parte en el
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